SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°75
RADICACIÓN:66045318900120170009101
ACCIONANTE: MARÍA LOURDES CALDERÓN
CONFIRMA Y DECLARA HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 14 de agosto de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma amparo y declara hecho superado

Radicación Nro. :
66045318900120170009101

Accionante: 
MARÍA LOURDES CALDERÓN MARÍN
Accionado:
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. No puede entonces negarse, como ya se dijo, que al momento de instaurar la acción constitucional el derecho de petición cuya protección invocó la tutelante mediante este mecanismo constitucional, puesto que la accionada no había realizado ningún pronunciamiento sobre su solicitud, pero esa situación en la actualidad se encuentra superada porque ya fue emitido tanto el oficio como la resolución en la que se resuelve de fondo su petición, cuyo contenido ya se puso en su conocimiento; por tanto, la Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que la accionada-aunque de manera tardía- atendió el requerimiento de la actora, y en consecuencia ya no se configura afectación a derecho fundamental alguno al no existir el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación. Acorde con lo anterior, se confirmará el fallo dictado por encontrarse ajustado a derecho, pero se declarará la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de agosto de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 800
                                                     Hora: 2:10 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Directora de Registro y Gestión de la Información de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-, frente al fallo proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), con ocasión de la acción de tutela impetrada por la ciudadana MARÍA LOURDES CALDERÓN MARÍN.

2.- DEMANDA 

Lo narrado en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) en mayo 25 de 2017 la señora CALDERÓN MARÍN elevó derecho de petición ante la UARIV, mediante el cual solicitó se resolviera el recurso de reposición elevado contra la Resolución que no accedió a la inclusión en el registro único de víctima de su grupo familiar; y (ii) hasta el momento de instaurar la presente acción no había recibido respuesta por parte de la citada entidad.

De acuerdo con lo anterior pide que se ordene a la UARIV pronunciarse sobre su requerimiento.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), despacho que admitió la acción y corrió traslado a la entidad demandada, la cual no se pronunció al respecto. 

3.2.- Dentro del término constitucional y legal (junio 30 de 2017) el despacho de conocimiento profirió fallo en el que amparó el derecho fundamental de petición de la tutelante; y, en consecuencia, ordenó a la UARIV, por intermedio de la de la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información, que en el término de 48 horas siguientes a la notificación de la providencia, diera respuesta al derecho de petición radicado en mayo 25 de 2017 por la accionante.

4.- IMPUGNACIÓN

La Directora de Registro y Gestión de la Información de la UARIV luego de indicar la competencia dentro de esa entidad para la atención de los requerimientos en materia de tutela, y hacer un recuento de los hechos que generaron la interposición de la acción, informó que el derecho de petición elevado por la señora MARÍA LOURDES CALDERÓN MARÍN fue contestado por medio de la comunicación con radicado N° 201772018527651 de junio 30 de 2017, la cual fue enviada por correo certificado a la dirección que aportó la solicitante tanto en el escrito de tutela como en el citado requerimiento - anexa la planilla de correo correspondiente-, y en la que se le dio a conocer que la revocatoria directa elevada por ella contra la Resolución N°2015-156649 de julio 13 de 2015, atinente a la no inscripción en el Registro Único de Víctimas, fue resuelta mediante el acto administrativo N° 201728470 de junio 15 de 2017.
Acorde con lo anterior, sostiene que se ha configurado un hecho superado, toda vez que los argumentos en los cuales se fundaba la presunta vulneración han desaparecido, al haberse cumplido con los presupuestos establecidos jurisprudencialmente frente al derecho de petición; por tanto, solicita se revoque la determinación adoptada por la primera instancia, y en su lugar, se nieguen las pretensiones invocadas en el amparo.
5.-POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto concedió el amparo solicitado por la señora MARÍA LOURDES CALDERÓN MARÍN. De igual forma, debe determinarse si es procedente declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, al haberse cumplido con el objeto del amparo.

5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este asunto se aprecia que la ciudadana CALDERÓN MARÍN concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección del derecho fundamental que considera quebrantado por la UARIV, debido a que esa entidad no se había pronunciado sobre la petición presentada por ella en mayo 25 de 2017, mediante la cual pidió se resolviera el recurso de reposición interpuesto contra el acto administrativo en el que se negó la inclusión de su grupo familiar en Registro Único de Víctimas.

Se observa entonces que le asistía razón a la actora al instaurar la tutela, pues para el momento de interposición de la acción constitucional la entidad demandada no había emitido respuesta a su requerimiento, pese a que habían transcurrido con creces los 15 días hábiles consagrados en el artículo 13 de la Ley 1755/15, razón por la que se hacía imperativo que el Juez Constitucional salvaguardara su derecho fundamental de petición objeto de vulneración por la entidad accionada, como así acaeció.

No obstante lo anterior, en el escrito de impugnación la Directora de Registro y Gestión de la Información de la UARIV informó que el derecho de petición elevado por la señora MARÍA LOURDES CALDERÓN MARÍN fue contestado por medio de la comunicación con radicado N° 201772018527651 de junio 30 de 2017, la cual fue enviada por correo certificado a la dirección que aportó tanto en la solicitud como en el escrito de tutela, -anexó la planilla de correo correspondiente-, y precisó que en dicho oficio se le dio a conocer que el recurso impetrado por ella contra la Resolución N°2015-156649 de julio 13 de 2015, atinente a la no inscripción en el Registro Único de Víctimas, fue resuelto mediante el acto administrativo N° 201728470 de junio 15 de 2017.

Con miras a corroborar esa información, se verificó en la página web de la empresa de 472 el número de RN aportado, en el cual figura que el documento fue entregado a la destinataria en julio 07 de 2017, y de igual forma se obtuvo comunicación telefónica con la señora CALDERÓN MARÍN quien indicó que ya fue notificada sobre la citada respuesta.

No puede entonces negarse, como ya se dijo, que al momento de instaurar la acción constitucional el derecho de petición cuya protección invocó la tutelante mediante este mecanismo constitucional, puesto que la accionada no había realizado ningún pronunciamiento sobre su solicitud, pero esa situación en la actualidad se encuentra superada porque ya fue emitido tanto el oficio como la resolución en la que se resuelve de fondo su petición, cuyo contenido ya se puso en su conocimiento; por tanto, la Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que la accionada-aunque de manera tardía- atendió el requerimiento de la actora, y en consecuencia ya no se configura afectación a derecho fundamental alguno al no existir el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación
. 
Acorde con lo anterior, se confirmará el fallo dictado por encontrarse ajustado a derecho, pero se declarará la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) 

SEGUNDO: SE DECLARA la carencia actual del objeto por hecho superado, conforme lo plasmado en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala 

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver folios 4 y 5 C. 2da. Instancia. 


� Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10:
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